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Fecha: 25 de noviembre de 2024 

www.vissionfirm.com 

 

 
 
 

Diario Oficial de la Federación. 
 

Instituto Nacional del Derecho de Autor. 
 
El pasado 21 de noviembre el INDAUTOR 
comunica que suspenderá el servicio de 
atención al público en el mes diciembre del año 
2024 y enero del año 2025, a saber los días día 
23 de diciembre del 2024 al 7 de enero de 
2025, además de los sábados y 
domingos, reanudando el mismo el día 8 de 
enero de 2025. 
 
Fuente: 
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codi
go=5743400&fecha=21/11/2024#gsc.tab=0 
 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 
 
Se publica el 22 de noviembre, DECRETO por 
el que se otorgan beneficios fiscales a los 
contribuyentes, a saber los asignatarios 
obligados al pago de los derechos por la 
utilidad compartida y de extracción de 
hidrocarburos, previstos en la Ley de 
Ingresos sobre Hidrocarburos, cuyo beneficio 
consiste en: 
 

- Realizar pagos provisionales mensuales 
a cuenta del derecho por la 
utilidad compartida a que se refiere el 
artículo 39 de la citada ley, a pagar a 
plazo en forma diferida el pago 
provisional correspondiente al mes de 
octubre de 2024, a más tardar el 27 de 

noviembre del mismo año. 
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- Se otorga un estímulo fiscal a los asignatarios que, en términos del artículo 
44 de la Ley de Ingresos sobre Hidrocarburos, estén obligados al pago del 
derecho de extracción de hidrocarburos correspondiente al mes de agosto de 
2024. 
El estímulo consiste en un crédito fiscal equivalente al cien por ciento del 
monto de la actualización y los recargos, relacionados con el derecho de 
extracción de hidrocarburos correspondiente al mes de agosto de 2024, así 
como del monto de las multas que, en su caso, sean aplicables. 
 
El estímulo será aplicable siempre que el monto del derecho de extracción 
de hidrocarburos correspondiente al mes de agosto de 2024, se pague en 
una sola exhibición, a más tardar el 27 de noviembre de 2024. 

 
Fuente: 
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5743585&fecha=22/11/2024#gsc
.tab=0 
 
 
Tesis relevantes Poder Judicial Federal 
 

Registro digital: 2029582 

Instancia: Segunda Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Constitucional 

Tesis: 2a./J. 112/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

SUSPENSIÓN DE TRÁMITES Y PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS, ASÍ COMO 
DECLARACIÓN DE DÍAS INHÁBILES. LOS ACUERDOS DE 25 DE MARZO Y 15 DE 
DICIEMBRE, AMBOS DE 2020, EMITIDOS POR EL CONSEJO TÉCNICO DEL 
INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL (IMSS), EN EL CONTEXTO DE LA 
CONTINGENCIA SANITARIA OCASIONADA POR EL VIRUS SARS-CoV-2 (COVID-19), 
SON CONSTITUCIONALES. 

 

Hechos: Diversas personas impugnaron la negativa ficta recaída a su reclamación de 
responsabilidad patrimonial del Estado presentada ante la Dirección General del Instituto 
Mexicano del Seguro Social. El Tribunal Federal de Justicia Administrativa determinó 
sobreseer en el juicio, al considerar que no se configuró dicha negativa ficta en tanto no 
transcurrió en exceso el término de 3 meses correspondiente. Contra esa sentencia, 
promovieron juicio de amparo directo en el que plantearon la inconstitucionalidad de los 
referidos acuerdos publicados en el Diario Oficial de la Federación el 27 de marzo y el 28 
de diciembre, ambos de 2020, al considerar que no debieron suspender los 
procedimientos administrativos ni los plazos respectivos, ni siquiera con motivo de la 
contingencia sanitaria, en tanto los servicios de la administración pública deben prestarse 
de manera ininterrumpida. El Tribunal Colegiado del conocimiento resolvió negar el 

https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5743585&fecha=22/11/2024#gsc.tab=0
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5743585&fecha=22/11/2024#gsc.tab=0
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amparo solicitado y en contra de su sentencia los quejosos interpusieron recurso de 
revisión. 

 

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina 
que los acuerdos de 25 de marzo y 15 de diciembre, ambos de 2020, emitidos por el 
Consejo Técnico del Instituto Mexicano del Seguro Social en el contexto de la contingencia 
sanitaria ocasionada por el virus SARS-CoV-2 (Covid-19), al establecer la suspensión de 
trámites y procedimientos administrativos, así como la declaración de días inhábiles, no 
transgreden los principios de tutela administrativa efectiva, justicia pronta y expedita, 
seguridad jurídica y de buena administración pública. 

 

Justificación: En atención a las medidas extraordinarias adoptadas por el Consejo de 
Salubridad General y el titular de la Secretaría de Salud, con sustento en los artículos 73, 
fracción XVI, Bases 2a. y 3a., de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
17, fracción III y 181 de la Ley General de Salud, se observa que el Consejo Técnico del 
Instituto Mexicano del Seguro Social emitió los acuerdos de 25 de marzo y 15 de 
diciembre, ambos de 2020, con el objeto de atenuar la propagación de la enfermedad 
provocada por el virus SARS-CoV-2 entre la población mexicana y así salvaguardar la 
integridad y la salud tanto de los trabajadores como de las personas que realizan trámites 
ante el referido Instituto por virtud de la situación de emergencia que, en ese momento, 
afectaba al país. En ese contexto, el que a través de los acuerdos citados se hayan 
suspendido los trámites y procedimientos administrativos, así como dispuesto días 
inhábiles, no resulta contrario a los principios de tutela administrativa efectiva, justicia 
pronta y expedita, seguridad jurídica y de buena administración pública, pues además, no 
debe perderse de vista que por virtud de lo ordenado por el titular de la Secretaría de 
Salud, el Consejo Técnico referido estaba obligado a suspender toda actividad no esencial 
que involucrara la concentración física, tránsito o desplazamiento de personas con el fin 
de aminorar en lo posible la transmisión de la referida enfermedad y con ello el riesgo de 
la pérdida de vidas humanas. Debe considerarse que, en ese momento de emergencia 
sanitaria, se priorizó enfocar recursos humanos y financieros para el funcionamiento de 
las actividades consideradas esenciales que, en el área de salud, abarcaban las 
actividades médicas, paramédicas y de apoyo al sistema nacional de salud, caso en el 
cual no se encontraba el trámite y sustanciación de procedimientos administrativos como 
el relativo a los reclamos por responsabilidad patrimonial del Estado. 

 

SEGUNDA SALA. 

 

Amparo directo en revisión 1611/2024. Román Zúñiga Hurtado y otros. 12 de junio de 
2024. Cinco votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, 
Lenia Batres Guadarrama, Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Yasmín 
Esquivel Mossa. Secretario: José Juan Torres Tlahuizo. 

 

Tesis de jurisprudencia 112/2024 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de trece de noviembre de dos mil veinticuatro. 

 

Registro digital: 2029549 

Instancia: Segunda Sala 
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Undécima Época 

Materias(s): Administrativa 

Tesis: 2a./J. 101/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

BLOQUEO FINANCIERO DE PERSONAS. LA EXPRESIÓN “PETICIÓN EXPRESA” SE 
REFIERE A LA SOLICITUD PRESENTADA POR UNA AUTORIDAD EXTRANJERA EN 
LA QUE REQUIERE DE FORMA MANIFIESTA LA IMPLEMENTACIÓN DE ESA 
MEDIDA. 

 

Hechos: Los órganos colegiados contendientes se pronunciaron en relación con el alcance 
que se debe otorgar a la expresión "solicitud expresa" a la que supuestamente hace 
referencia la jurisprudencia 2a./J. 46/2018 (10a.), a fin de decretar el bloqueo de sujetos 
investigados. Así, uno de ellos sostuvo que esa petición debe ser considerada en un 
contexto de asistencia jurídica y de cooperación internacional, de ahí que cualquier 
solicitud en ese sentido involucra la realización de todos aquellos actos tendientes al éxito 
de la investigación entre los que se incluye el referido bloqueo; mientras que el otro resolvió 
que la "petición expresa" debe ser clara, contundente e indubitable y no una mera 
posibilidad de realizar el bloqueo respectivo. 

 

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina 
que la expresión "petición expresa", que justifica válidamente el despliegue de las 
facultades de bloqueo de la Unidad de Inteligencia Financiera de la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, se refiere a la solicitud presentada por una autoridad 
extranjera en la que requiere de forma manifiesta la implementación del bloqueo financiero 
de personas. 

 

Justificación: La expresión "petición expresa" no implica la exigencia de un formulismo 
especial para plantear la solicitud, sino que se refiere a la solicitud presentada por una 
autoridad extranjera en la que requiere de forma manifiesta la implementación del bloqueo 
financiero de personas. Ello es así, toda vez que, así como la obligación de implementar 
ese tipo de medida (bloqueo) debe encontrarse establecida de manera expresa en un 
tratado internacional, pues ello es lo que permite plantear la asistencia respectiva en razón 
de un compromiso mutuo, de igual forma la solicitud debe contener de manera indubitable 
las acciones o medidas que el Estado requirente desea que efectúe el Estado requerido. 
En tales condiciones, en relación con el supuesto excepcional establecido en la 
jurisprudencia 2a./J. 46/2018 (10a.), para que se justifique válidamente el despliegue de 
las facultades de bloqueo financiero de personas de la Unidad de Inteligencia Financiera 
de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la solicitud presentada por una autoridad 
extranjera debe contener, de manera manifiesta, la petición de que se efectúe esa medida, 
pues tal aspecto es necesario para brindar seguridad jurídica del motivo que genera su 
implementación por parte de esa autoridad administrativa. 

 

SEGUNDA SALA. 
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Contradicción de criterios 268/2023. Entre los sustentados por el Pleno del Decimonoveno 
Circuito y el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Noveno Circuito. 9 de octubre de 
2024. Mayoría de tres votos de los Ministros Luis María Aguilar Morales, Javier Laynez 
Potisek y Alberto Pérez Dayán. Disidentes: Yasmín Esquivel Mossa y Lenia Batres 
Guadarrama; la Ministra Yasmín Esquivel Mossa manifestó que formularía voto particular; 
el Ministro Luis María Aguilar Morales manifestó que formularía voto concurrente. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretarios: Oscar Vázquez Moreno y Fabián Gutiérrez Sánchez. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 

El Pleno del Decimonoveno Circuito, al resolver la contradicción de criterios 3/2022, la cual 
dio origen a la tesis de jurisprudencia PC.XIX. J/4 A (11a.), de rubro: "LA COMUNICACIÓN 
QUE REALIZA EL DEPARTAMENTO DE JUSTICIA DE LOS ESTADOS UNIDOS DE 
AMÉRICA POR MEDIO DE LA CUAL SOLICITA A LA UNIDAD DE INTELIGENCIA 
FINANCIERA LA POSIBILIDAD DE REALIZAR EL BLOQUEO DE CUENTAS 
BANCARIAS DE PERSONAS PRESUNTAMENTE INVOLUCRADAS EN LA 
REALIZACIÓN DE CONDUCTAS CRIMINALES RELACIONADAS CON EL LAVADO DE 
ACTIVOS, CONSTITUYE UNA SOLICITUD EXPRESA SUFICIENTE PARA REALIZAR 
EL BLOQUEO E INMOVILIZACIÓN DE LAS MISMAS EN TÉRMINOS DEL NUMERAL 
115 DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO.", publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación del viernes 30 de junio de 2023 a las 10:36 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 26, Tomo VI, junio de 2023, 
página 6218, con número de registro digital: 2026815, y 

 

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Noveno Circuito, al resolver 
el incidente de suspensión (revisión) 119/2020. 

 

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 46/2018 (10a.), de rubro: "ACTOS, OPERACIONES 
O SERVICIOS BANCARIOS. SU BLOQUEO ES CONSTITUCIONAL CUANDO SE 
REALIZA PARA CUMPLIR COMPROMISOS INTERNACIONALES (INTERPRETACIÓN 
CONFORME DEL ARTÍCULO 115 DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO)." 
citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 18 de 
mayo de 2018 a las 10:23 horas, y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 54, Tomo II, mayo de 2018, página 1270, con número de registro 
digital: 2016903. 

 

Tesis de jurisprudencia 101/2024 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de treinta de octubre de dos mil veinticuatro. 

 

Registro digital: 2029563 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Undécima Época 

Materias(s): Laboral 

Tesis: III.4o.T.7 L (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
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Tipo: Aislada 

 

PENSIÓN POR CESANTÍA EN EDAD AVANZADA. DEBE CUANTIFICARSE CON 
BASE EN LA UNIDAD DE MEDIDA Y ACTUALIZACIÓN (UMA). 

 

Hechos: Se condenó al Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) a modificar la pensión 
por cesantía en edad avanzada otorgada al actor, al considerar que para su cuantificación 
debía utilizarse el salario mínimo y no la Unidad de Medida y Actualización (UMA). 

 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que para la cuantificación 
de la pensión por cesantía en edad avanzada debe utilizarse la UMA.  

 

Justificación: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la 
jurisprudencia 2a./J. 30/2021 (10a.), consideró que el salario mínimo constituye la 
remuneración mínima a que tiene derecho todo trabajador con motivo de las labores 
desempeñadas, establecido como un derecho irreductible por el artículo 123 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y no puede ser utilizado como 
índice, unidad, base, medida o referencia para fines ajenos a su naturaleza, lo cual implica 
que el Constituyente Permanente prohibió al legislador ordinario emplearlo como 
referencia para el pago de obligaciones, entre otras, aquellas de naturaleza civil, mercantil, 
fiscal o administrativa, entre las que se encuentran las cuotas y aportaciones de seguridad 
social. 

 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL TERCER 
CIRCUITO. 

 

Amparo directo 488/2023. Instituto Mexicano del Seguro Social. 16 de mayo de 2024. 
Unanimidad de votos. Ponente: Cecilia Aguilera Ríos. Secretaria: Carmen Cecilia Medina 
Peralta.  

 

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 30/2021 (10a.), de rubro: "PENSIÓN JUBILATORIA. 
EL MONTO MÁXIMO PREVISTO EN LA LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y 
SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO ABROGADA Y EN EL 
RÉGIMEN DEL ARTÍCULO DÉCIMO TRANSITORIO DE LA LEY DEL ISSSTE VIGENTE, 
DEBE CUANTIFICARSE CON BASE EN EL VALOR DE LA UNIDAD DE MEDIDA Y 
ACTUALIZACIÓN (UMA) Y NO EN EL SALARIO MÍNIMO." citada, aparece publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación del viernes 25 de junio de 2021 a las 10:31 horas 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 2, Tomo 
IV, junio de 2021, página 3604, con número de registro digital: 2023299. 

 

Registro digital: 2029577 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Undécima Época 
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Materias(s): Laboral 

Tesis: III.2o.T.75 L (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Aislada 

 

RENUNCIA. CONFORME AL MÉTODO PARA JUZGAR CON PERSPECTIVA DE 
GÉNERO, CUANDO LA MUJER TRABAJADORA AFIRMA QUE LA SUSCRIBIÓ BAJO 
COACCIÓN EMOCIONAL Y PSICOLÓGICA, LA CARGA DE LA PRUEBA 
CORRESPONDE AL PATRÓN. 

 

Hechos: Una trabajadora adujo coacción emocional y psicológica para suscribir su 
renuncia, al realizarse en privado por su empleadora y otras personas, sin apoyo o 
asesoría para ella y con diversas amenazas, por lo que demandó su reinstalación y la 
nulidad de la renuncia. La demandada negó el despido injustificado y adujo que aquélla 
había renunciado voluntariamente por escrito firmado y con huellas digitales. La Junta de 
Conciliación y Arbitraje, al considerar que no hubo controversia respecto de la existencia 
de la renuncia, sino únicamente sobre la libertad de la voluntad para otorgarla, determinó 
que era a la trabajadora a quien correspondía demostrar el vicio de la voluntad y, al no 
hacerlo, otorgó valor probatorio pleno al documento, por lo que absolvió a la demandada. 

 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que conforme al método 
para juzgar con perspectiva de género, cuando una mujer trabajadora afirma que suscribió 
su renuncia bajo coacción emocional y psicológica, la carga de la prueba corresponde al 
patrón. 

 

Justificación: Bajo los nuevos paradigmas constitucionales y convencionales de protección 
a los derechos humanos, al visualizarse una situación estructural de desigualdad o 
vulnerabilidad por cuestiones de género, que da cuenta de un desequilibrio entre las partes 
de la controversia, lo cual actualiza una relación asimétrica de poder por esa razón, al 
suceder el hecho en un entorno de desventaja para la mujer trabajadora, evidenciando la 
imposibilidad de resistirse a la pretensión del patrón, obligándola a renunciar contra su 
voluntad, debe juzgarse con perspectiva de género, sin que corresponda a la víctima del 
despido demostrar la coacción, pues quedaría en total desventaja jurídica, por lo cual, 
conforme al entorno de desigualdad en que se desarrolló el hecho debe presumirse, en 
atención a la razón y a la experiencia (principio de realidad), que la renuncia se firmó bajo 
coacción emocional y psicológica y que quien debe demostrar lo contrario es el patrón, por 
tener mayores elementos y posibilidad para ello, acorde con el artículo 784, primer párrafo, 
de la Ley Federal del Trabajo, sin que sea aplicable la tesis de jurisprudencia de rubro: 
"RENUNCIA. NEGATIVA DE LA COACCIÓN PARA OBTENERLA. CARGA DE LA 
PRUEBA.", de la otrora Cuarta Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la 
que determinó que si la persona trabajadora afirma que la obligaron mediante coacciones 
a presentar su renuncia, le corresponde demostrar tal aseveración, si es negada por el 
patrón. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL TERCER 
CIRCUITO. 
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Amparo directo 399/2022. Denisse Natalí Rimoldi Arrizón. 17 de enero de 2023. 
Unanimidad de votos. Ponente: Héctor Pérez Pérez. Secretario: José Ignacio Rodríguez 
Sánchez. 

 

Amparo directo 753/2023. Lucía Guadalupe Ramos Nava. 6 de marzo de 2024. 
Unanimidad de votos. Ponente: Jaime Páez Díaz. Secretario: Marco Antonio López 
Jardines. 

 

Nota: La tesis de jurisprudencia citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación, Séptima Época, Volúmenes 133 a 138, Quinta Parte, página 113, con número 
de registro digital: 243060. 

 

Registro digital: 2029571 

Instancia: Plenos Regionales 

Undécima Época 

Materias(s): Administrativa 

Tesis: PR.A.C.CS. J/7 A (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

RECURSO DE REVISIÓN FISCAL. PROCEDE CONTRA LA SENTENCIA DE NULIDAD 
QUE INTERPRETA EL ARTÍCULO 16, APARTADO A, FRACCIÓN III, PRIMER Y 
CUARTO PÁRRAFOS, DE LA LEY DE INGRESOS DE LA FEDERACIÓN PARA EL 
EJERCICIO FISCAL DE 2021. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios 
contradictorios al analizar la procedencia del recurso de revisión fiscal previsto en el 
artículo 63, fracción III, inciso a), de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo. Mientras que uno consideró que la declaración de nulidad de una 
resolución denegatoria de devolución de saldo a favor por el concepto de impuesto 
especial sobre producción y servicios (IEPS), por gastos de gasolina y diésel, efectuados 
por sociedades rurales que se dediquen a la actividad agropecuaria o silvícola, a partir de 
una interpretación del artículo 16, apartado A, fracción III, primer y cuarto párrafos, de la 
Ley de Ingresos de la Federación para el ejercicio fiscal de 2021 actualiza dicho supuesto, 
el otro consideró lo contrario, al estimar que la norma interpretada no es de naturaleza 
fiscal. 

 

Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materias Administrativa y Civil de la Región Centro-
Sur, con residencia en la Ciudad de México, determina que procede el recurso de revisión 
fiscal contra la sentencia que declara la nulidad de la resolución impugnada a partir de una 
interpretación del artículo 16, apartado A, fracción III, primer y cuarto párrafos, de la Ley 
de Ingresos de la Federación para el ejercicio fiscal de 2021. 
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Justificación: Para cumplir el requisito de procedencia del recurso de revisión fiscal 
previsto en el inciso a) de la fracción III del artículo 63 de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo, basta con que la sentencia que se impugne declare la nulidad 
de la resolución impugnada, con base en una interpretación de leyes o reglamentos en 
forma tácita o expresa, al utilizar un método de interpretación ya sea gramatical, histórico, 
lógico, sistemático, causal o teleológico, y que dicha interpretación resuelva sobre el fondo 
de lo decidido en sede administrativa.  

Cuando la Sala Regional interpreta el mencionado artículo 16 para declarar la nulidad de 
la resolución impugnada, se satisface el aludido requisito de procedencia, sin que deba 
atenderse a la naturaleza del contenido de la ley o reglamento interpretado. 

 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN 
CENTRO-SUR, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 

 

Contradicción de criterios 104/2024. Entre los sustentados por el Primer Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, 
Veracruz de Ignacio de la Llave, en auxilio del Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo 
Noveno Circuito, con residencia en Pachuca de Soto, Hidalgo y el Segundo Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima Región, con residencia en Saltillo, 
Coahuila de Zaragoza, en auxilio del Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Noveno 
Circuito, con residencia en Pachuca de Soto, Hidalgo. 23 de mayo de 2024. Tres votos de 
las Magistradas Rosa Elena González Tirado (presidenta), quien formuló voto concurrente 
y María Amparo Hernández Chong Cuy y del Magistrado Arturo Iturbe Rivas. Ponente: 
Magistrado Arturo Iturbe Rivas. Secretaria: Rosalba Janeth Rodríguez Sanabria. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta 
Región, con residencia en Xalapa, Veracruz de Ignacio de la Llave, al resolver las 
revisiones fiscales 21/2023 (cuaderno auxiliar 1029/2023) y 25/2023 (cuaderno auxiliar 
1033/2023) y el diverso sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del 
Centro Auxiliar de la Décima Región, con residencia en Saltillo, Coahuila de Zaragoza, al 
resolver las revisiones fiscales 44/2023 (cuaderno auxiliar 920/2023) y 54/2023 (cuaderno 
auxiliar 922/2023). 

 

Registro digital: 2029579 

Instancia: Plenos Regionales 

Undécima Época 

Materias(s): Administrativa 

Tesis: PR.A.C.CN. J/31 A (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
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RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. INDEMNIZACIÓN EN CASO DE 
MUERTE CUANDO EXISTAN MÚLTIPLES RECLAMANTES (INTERPRETACIÓN DEL 
ARTÍCULO 14, FRACCIÓN III, DE LA LEY FEDERAL DE LA MATERIA). 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios 
contradictorios al analizar cómo debe otorgarse la aludida indemnización. Mientras que 
uno consideró que debía determinarse una cantidad única que debe dividirse entre los 
reclamantes; el otro estimó que esa cantidad debe otorgarse individualmente a cada uno 
de ellos. 

 

Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materias Administrativa y Civil de la Región Centro-
Norte, con residencia en la Ciudad de México, determina que la hipótesis prevista en el 
artículo 14, fracción III, de la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado, en 
relación con los diversos 1915, segundo párrafo, del Código Civil Federal –el cual, según 
la interpretación conforme del Alto Tribunal, sólo debe ser aplicado como regla de 
excepción y parámetro objetivo, para casos de difícil determinación de cuantía–, 500 y 502 
de la Ley Federal del Trabajo, debe interpretarse en el sentido de que la cantidad 
resultante de esa mecánica constituye un parámetro objetivo de pago que el juzgador debe 
atender de acuerdo con la afectación sufrida por cada uno de los sucesores. 

 

Justificación: Las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en las tesis aisladas 
1a. CLXXIII/2014 (10a.) y 2a. LIII/2015 (10a.), establecieron que la indemnización de los 
daños causados por el actuar administrativo irregular debe ser proporcional a la gravedad 
de las violaciones y al daño sufrido, y que tienen como principio fundamental la reparación 
integral del daño. Asimismo, la Primera Sala, al resolver los amparos directos en revisión 
593/2015 y 2558/2021, determinó que el artículo 1915, segundo párrafo, del Código Civil 
Federal, debe aplicarse como regla de excepción y parámetro objetivo, para casos de 
difícil determinación en la cuantía de la indemnización en caso de muerte. Del estudio 
jurisprudencial respecto de la indemnización en casos de responsabilidad patrimonial del 
Estado y de la interpretación de la fracción III, del artículo 14 aludido, deriva que esa 
indemnización comprende el daño material o patrimonial causado a los herederos o 
familiares de la persona que falleció con motivo del actuar irregular del Estado, mismo que 
atiende a la disminución del patrimonio que resienten sin haber sido directamente 
afectados en su integridad o en sus cosas. 

En ese sentido, la cantidad resultante de la aplicación de la mecánica prevista en los 
artículos 14, fracción III, de la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado, 
1915, segundo párrafo, del Código Civil Federal, 500 y 502 de la Ley Federal del Trabajo, 
constituye un parámetro objetivo de pago que el juzgador debe atender de acuerdo con la 
afectación sufrida por cada uno de los sucesores. 

 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN 
CENTRO-NORTE, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO 

 

Contradicción de criterios 233/2023. Entre los sustentados por el Décimo Primer y el 
Décimo Sexto Tribunales Colegiados en Materia Administrativa del Primer Circuito. 23 de 
mayo de 2024. Tres votos de las Magistradas Adriana Leticia Campuzano Gallegos y Silvia 
Cerón Fernández, y del Magistrado Alejandro Villagómez Gordillo (presidente). Ponente: 
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Magistrada Silvia Cerón Fernández. Secretario: Martín Daniel Brito Moreno. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 

 

El sustentado por el Décimo Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Primer Circuito, al resolver la revisión fiscal 51/2021, y el diverso sustentado por el Décimo 
Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver la 
revisión fiscal 625/2022. 

 

Nota: Las tesis aisladas 1a. CLXXIII/2014 (10a.) y 2a. LIII/2015 (10a.), de rubros: 
"RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO PREVISTA EN EL ARTÍCULO 113, 
PÁRRAFO SEGUNDO, CONSTITUCIONAL. CUESTIONES QUE DEBEN SER 
ATENDIDAS PARA QUE SE CUMPLA CON EL DERECHO A UNA JUSTA 
INDEMNIZACIÓN." y "RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. PRINCIPIOS 
QUE DEBEN OBSERVARSE PARA DETERMINAR EL MONTO DEL PAGO POR LA 
REPARACIÓN DEL DAÑO." citadas, aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la 
Federación de los viernes 25 de abril de 2014 a las 9:32 horas y 26 de junio de 2015 a las 
9:20 horas, así como en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libros 5, Tomo I, abril de 2014, página 819 y 19, Tomo I, junio de 2015, página 
1081, con números de registro digital: 2006253 y 2009488, respectivamente. 

 

La sentencia relativa al amparo directo en revisión 2558/2021 citada, aparece publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 18 de agosto de 2023 a las 10:26 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 28, 
agosto de 2023, Tomo II, página 1159, con número de registro digital: 31678. 

 

Compilación realizada por Mtra. Brenda Mariscal. 

 

Coordinador Mtro. Mario Camposllera García. 

 
Imagen: IS. Héctor Rayas. 


